3. EL CAPITULO ECONGMICO DE LA CONSTITUCION

El sistema constitucional mexicano se ha caracterizado por su perma-
nente evolucién. Asi ocurrié con el perfeccionamiento de algunas insti-
tuciones politicas a lo largo del siglo XIX y asi ha ocurrido durante el
XX con relacién a la Constitucién de Querétaro. En efecto, asi como
el tema de la organizacién federal fue objeto de preocupaciones recu-
rrentes a partir de 1824 hasta encontrar su forma definitva en la de
1857, la Constitucién actualmente en vigor también ha reconocido un
claro proceso de evolucién,

Es reconocido que la Constitucién Mexicana de 1917 rompié con el
modelo tradicional del constitucionalismo, referido solamente a la orga-
nizacién y funcionamiento del poder piiblico, Asi, a partir de 1917, se
introdujo también en la norma constitucional la regulacién de las rela-
ciones sociales.

Es explicable que asi haya sucedido, maxime si se tiene en cuenta
que ademas de] proceso revolucionario iniciado en 1910, se contaba con
el precedente de los debates del constituyente de 1856-57. En estos
debates habia aflorado ya la cuestién social considerada por algunos di-
putados como un aspecto fundamental en la vida del pais. A este res-
pecto pueden recordarse las diversas expresiones de Ponciano Arriaga:
“Es preciso, indefectible, que llegue la reforma, que se hagan pedazos
las restricciones y lazos de la servidumbre federal, que caigan todos los
monopolios y despotismos, que sucumban todos los abusos y penetre
en el corazén y en las venas de nuestra institucién politica el fecundo
elemento de la igualdad democratica’.

Por lo demas fueron muchos los pensadores mexicanos del sigle X1X
que sustentaron la necesidad de reordenar la utilizacién de la propie-
dad e imprimir un desarrollo significativo, particularmente entre los
campesinos. Vale recordar a este respecto las expresiones del liberal
mexicanc José Maria Luis Mora a propésito de la funcién social de la
propiedad. Mora decia: “"Una gran fortuna que se ha aumentado excesi-
vamente, estan todos convencidos de que es un mal muy grande para la
sociedad; pues como los bienes sociales son limitados cuando sélo se
los absorbe, los demés quedan sin ellos. Pero este mal gravisimo tiene
un término natural en el particular que necesariamente ha de morir
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algin dia, y no reconoce ninguna en un cuerpo o comunidad que es
esencialmente inmoral. Un particular, por muchos que sean los bienes
que haya acumulado, antes de cien afios, el mayor término a que puede
legar su vida, debe necesariamente repartirlos entre sus herederos, y con
esto queda destruida una fortuna que jaméas puede ser colosal. Una co-
munidad al contrario: como que nunca muere, si es permitido adquirir
sin limites e indefinidamente puede ir sucesivamente acumulando bie-
nes hasta llegar al caso de absorberlos todos o una parte tan considera-
ble que cause la miseria piblica, La autoridad civil ha procedido, pues,
legal y justamente cuando ha fijado limites a las adquisiciones hechas
por cuerpos o comunidades: legalmente, porque siendo ella la que las ha
creado y concedido el derecho de propiedad, puede ampliarlo o lmitar-
lo, segiin lo tenga por conveniente, fijando mas aca o mas alla los limi-
tes de esta concesi6n; justamente porque debiendo cuidar que sus bie-
nes destinados a la subsistencia o comodidad del hombre se repartan, si
no con la igualdad que seria de desear a lo menos sin una monstruosa
desproporcién, debe evitar que ésta exista, como existiria indefecti-
blemente si alguna comunidad o cuerpo, que por grande que se suponga
es una fraccién pequefia de la sociedad, pudiese ir acumulando bienes
sobre bienes sin término ni medida”,

Por su parte también Justo Sierra apoyaba la tesis de la funcién
social de la propiedad, que luego seria desarrollada en el Articulo 27 de
la Constitucion de Querétaro. Estas eran las palabras de Sierra: “Para
los que opinamos por el caracter histérico del derecho de propiedad,
este conflicto es todavia mas imposible. El derecho de propiedad —el
sefior Dublan lo ha afirmado~- es un derecho condicional; la condicién
es ésta: mientras la sociedad no hace uso de su derecho de expropiar.
Esto quiere decir que inmediatamente que la sociedad pone en practica
esta facultad, cesa el derecho de propiedad. Cesa el derecho de propie-
dad particular desde el momento en que conforme a las condiciones de
una ley, conforme a la ley, una sociedad ha formulado el limite preciso
en donde se va a detener la propiedad de un individuo™.

Es verdad que la Constitucién de 1857 habia establecido ya en su
Articulo 27 la posibilidad de que, por causa de utilidad piiblica y previa
indemnizacion, la propiedad de las personas pudiera ser ocupada. Sin
embargo el sentido social de la propiedad sélo se adquirid, en México, a
partir de 1917. Aunque no se le suele citar con frecuencia pueden tam-
bién recordarse las palabras pronunciadas en un célebre discurso por
Francisco I. Madero. Al expresar en un discurso los compromisos
contraidos con motivo de su triunfo electoral, tuvo parrafos dirigidos a

los diferentes sectores de la poblacién. Uno de sus parrafos es crucial:
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“A los capitalistas: me dirijo para decirles que el Pueblo ha conquista-
do sus libertades y su soberania; que no esperen ya pretender oprimirlo
formando camarillas alrededor de los gobernantes, pues éstos, legitimos
representantes del Pueblo, inspiraran siempre sus actos en un sentimien-
to de estricta justicia. Que tengan la seguridad de que se les dara protec-
cién siempre que la justicia esté de su lado; pero no cuenten con la
impunidad de que en otros tiempos gozaban los privilegiados de la fortu-
na, para quienes la ley era tan amplia, coom estrecha para los infortuna-
dos; que se resuelvan, pues, a entrar francamente en la nueva via, com-
prendiendo "que la justicia sera inflexible para todos”.

Por lo que se refiere a las relaciones de trabajo, el antecedente mas
directo de la Constitucién aparece en el articulo 50. de la de 1857. Sin
-embargo y como lo reconocen los diversos comentaristas de esta Cons-
titucién, al garantizar la libertad de trabajo no se ofrecia, como luego
ocurrid, ninguna proteccién real para el trabajador. Por el contrario,
establecido un sistema conforme al cual trabajadores y empleados
aparecian como iguales ante la Ley, no se hacia otra cosa sino perpetuar
su desigualdad ante la realidad.

La Constitucién de Querétaro introdujo, por tanto avanzados cri-
terios de orden social aplicables a la editcacion, a la propiedad v uso de
la tierra y las aguas, y a la tutela del trabajador. En el orden politico, la
Constitucién también recogi6 los aspectos fundamentales de la Revo-
lucién de 1910: el sufragio efectivo y la no reeleccién.

Desde 1921 en que se produjo la primera reforma a la Constitucién
de 17, v hasta 1982, las més importantes reformas constituciones se
refirieron a materias social y politica. Poco fue lo que en materia econé-
mica se avanzd en el orden constiucional durante esos afios.

En efecto, en materia social los aspectos educativos, agrarios y labo-
rales, han sido objeto de una constante evolucién; en materia politica
la ampliacién de las libertades v garantias consignadas por la Consti-
tucién v la depuracién de los procedimientos democraticos para asegu-
rar la plena participacién y representacién populares han constituido,
asimismo, un aspecto gue ha evolucionado de manera firme e inequivoca,

No podia decirse lo mismo en lo concerniente a la materia econémi-
ca. Esto no significa, desde luego, que en esta area la Constitucién
mexicana haya sido omisa. Diversos aspectos de caracter econémico,
algunos inclusive concernientes a la rectoria del Estado, en especial los
contenidos en los Articulos 28, 73 v 131, y en las disposiciones deriva-
das de este iltimo establecieron en favor del Estado mexicano princi-
pios adecuados para su funcionamiento acorde con las realidades y ne-
cesidades modernas. Esto ha sido asi porque la Constitucién mexicana
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ha tenido, como caracteristica sobresaliente, la de irse actualizando y
actualizar con ello la atencién de demandas y expectativas, tanto como
abrir nuevas opciones para la vida social en México. Se ha dicho, y con
razén, que nuestra Constitucién no es estatica ni pétrea; se ha dicho
también y con la misma razén, que en México el orden juridico lejos de
representar un obstaculo para el cambio, ha servido para encauzarlo. La
tesis de que el derecho debe recoger los datos de la realidad ha sido
reemplazada en nuestro pais, por 13 de que al derecho corresponde es-
tablecer las bases para modificar la realidad.

Lo anterror se debe a que la realidad normalmente es condicionada
por quienes disponen de posiciones privilegiadas. ¥ en México, a partir
de la Revolucién, se ha pretendido y ciertamente logrado, invertir un
proceso que daba seguridades de intangibilidad a los privilegiados, para
establecer mecanismos de tutela efectiva a quienes lo han requerido.

Sin embargo, el sistema constitucional mexicano no puede ser con-
siderado como proclive a los enfrentamientos o al favorecimiento de
facciones. Todo el sistema de garantias individuales y sociales de la
Constitucion esta referido a la libertad, a la seguridad y a la equidad. Al
haberse establecido mecanismos tutelares para los grupos sociales menos
favorecidos, se procuré y logré dotarlos de elementos para contender en
condiciones de igualdad con aqué'los a quienes su posicién econdmica,
cultural y social hubieran dado ventajas en otras condiciones.

Los debates del Constituyente 1916-1917 son altamente esclarece-
dores en cuanto al propésito perseguido. La accién del constituyente
permanente, que se ha traducido en diversas reformas y adiciones al
texto aprobado en Querétaro, también se ha orientado por criterios de-
finitivos en cuanto a la necesidad de preservar la naturaleza plural del
Estado mexicano, y en cuanto a ampliar e] ambito de la justicia social.

Los problemas de caracter econémico también forman parte de las
preocupaciones expresadas dentro de otros sistemas constitucionales. A
manera de ejemplo podemos ver algunas disposiciones adoptadas en
América v en Europa, que ilustran Ja vocacién por encuadrar constitu-
cionalmente las actividades econémicas.

En Francia, como parte de las facultades que la constitucién con-
fiere al Primer Ministro, esta la de formar el Comisariado General del
Plan de Equipamiento y de Productividad, como una funcién de coor~
dinacién interministerial que hace viable la aplicacién de medidas con~-
cernientes a la planificacién econémica,

A su vez en ltalia, el Articulo 41 de la constitucién no alude a una
planificacién integral propia de una economia colectivizada, sino a
una tarea propiamente de programacién que tiende a encuadrar a las
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iniciativas piblicas y privada. De esa programacién derivan por igual in-
centivos para las empresas puablicas v privadas y limitaciones para la
iniciativa privada.

La Constitucién portuguesa establece en su Articulo 80 que la orga-
nizacién econémico-social de la reptblica se fundamenta en el desarrollo
de las relaciones de produccién socialista, mediante la apropiacién co-
lectiva de los principales medios de produccién y del suelo, asi como
de los recursos naturales. Bl Articulo 81 sefiala, a su vez, que incumbe
prioritariamente al Estado establecer la coyuntura y asignar la plena
utilizacién de las fuerzas productivas, asi como generar las estructuras
juridicas y técnicas necesarias para la instauracién de un sistema de
planeacién democratica de la economia, En este mismo orden de dispo-
siciones el Articulo 86 previene que la ley subordinaria la actividad
econdmica y las inversiones extranjeras al objetivo de desarrollar e] pais
segin lo que disponga el plan correspondiente. Este precepto es coin-
cidente con el 85 que admite la libre empresa, en tanto que constituya
un instrumento del programa econémico colectivo en los términos fijados
por la Constitucién, por la Ley y por el Plan de Desarrollo. Con este
motivo se remite a la Ley la definicién de los sectores basicos con rela-
cién a los cuales quedara fijada la actividad de las empresas privadas
y se faculia al Estado para fiscalizar la observancia de la Constitucion,
de la Ley y del Plan por parte de las empresas privadas, pudiendo llegar
a intervenir en su gestién, a efecto de asegurar el interés general y los
derechos de los trabajadores.

La concepcién de la planeacion econémica en la Constitucidn es-
pafiola, estableciendo mecanismos de consulta con organizaciones pro-
fesionales, empresariales y sindicales, tiene caracteristicas mas avanza-
das y precisas que las contenidas en el Articulo 41 de la Constitucién
italiana.

Por eso mismo en Espafla se entiende que la planificacién es una
funcién normal del poder publico, en el marco de la Constitucion de
1978, y que se vincula con la capacidad para dirigir la dinamica social
a la vez que constituye una forma de legitimacién del Estado en tanto
que sujeta a la riqueza a una funcién de beneficio colectivo,

En efecto, el Articulo 38 de la Constitucién espafiola dispone que
los poderes publicos garantizan y protegen el ejercicio de la libertad
de empresa, en el marco de la economia de mercado, asi como la defen-
sa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economia
general y de la planificacién, Los ingredientes fundamentales de ese
precepto aparecen en las referencias a la economia de mercado v a la
planificacién, Por cuanto a la primera, el constituyente espafiol sin duda
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tuvo en cuenta los debates de la Constitucién alemana de 1949, con
motivo de los cuales se plantes la adopcién del concepto “economia so-
cial de mercado”. Si bien no llegé a incluirse esa expresién en ¢! texto de
la carta de Bonn, la doctrina actual, de manera mayoritaria, considera
que la expresién “economia de mercado”, que contiene la Constitucién
alemana, debe interpretarse en el sentido de economia social de mercado.

Entre las consideraciones que llevaron al Constituyente espafiol a
eludir la expresioén economia social de mercado, fue el hecho de que al
momento de discutirse la Constitucién, en Chile, el gobierno de Augusto
Pinochet estaba haciendo frecuente utilizacién de esa misma expresion.

Por lo que se refiere a la planificacién en la Constitucion espaiiola,
el texto del Articulo 38 ha suscitado diversas opiniones. En efecto, el
Articulo determina que los poderes piablicos asumiran la defensa de la
productividad “'de acuerdo con las exigencias de la economia general vy,
en su caso, de la planificacién”. La expresién “en su caso' parece deno-
tar la subordinacién de la planificacién econémica a la libertad de em-
presa. Asi lo han interpretado diversos autores espafioles.

En todo caso el Articulo 131 de la Constitucién espafiola fue uno
de los mas polémicos en las deliberaciones del Constituyente. En efecto,
en diferentes momentos se pretendié introducir la expresién “Planifica-~
cién indicativa”; pero en tanto que esto recordaba la utilizacién de un
concepto analogo instaurado a partir de 1964, se considers que podia
ser la reiteracién de un criterio adoptado durante la administracién
Franquista. Por eso. y a pesar de que el Articulo 131 no califica las ca-
racteristicas de la planificacién, la doctrina espafiola ha entendido que
ésta solo puede ser democratica. Asi lo confirman las previsiones en
cuanto al respeto por las comunidades auténomas y la participacién
de diferentes entes sociales.

Resulta evidente que lo dispuesto por el Articulo 38 de la Consti-
tucién espaiiola se complementa, en lo que respecta a planificacién,
con lo preceptuado en el Articulo 131. Se establece en esta disposicién
que el Estado, mediante Ley, podra planificar la actividad econémica
general para atender las necesidades colectivas, equilibrando v armoni-
zando el desarrollo regional y sectorial y estimulando el crecimiento de
la renta y de la riqueza asi como promover la justa distribucién de ésta.
El mismo precepto determina que el Gobierno elaborara los proyectos
de planificacién conforme a las previsiones de las comunidades auté-
nomas y al asesoramiento y colaboracién de los sindicatos y de otras
organizaciones profesionales, empresariales y econdémicas, Para este
illtimo objeto se dispone que habra de constituirse un Consejo cuya
integracién y funcionamiento queda a cargo de una Ley.
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Los conceptos antes sefialados se consideran propios de la planifi-
cacién democratica, en tanto que se ajustan a la democracia de los me-
dios, por la participacién de los grupos en la elaboracién del plan, vy a
la democracia de los fines, en la medida que se orienta a la satisfaccion
de las necesidades previstas por las comunidades auténomas. En todo
caso debe subrayarse la importancia de que se constituya un Consejo
semejante al Econémico y Social Francés, al Nacional de Economia y
Trabajo Italiano o al Nacional del Plan Portugués.

La situacién del constitucionalismo latinoamericanc también es muy
heterogénea. Esto se podra apreciar claramente a través de diversos
textos, varios de los cuales se citan por la trascendencia que en su pais
v en su momento pudieron tener, a pesar de que por las circunstancias
histérico-politicas ~ampliamente conocidas— algunos de esos textos
constitucionales ya no estan en vigor.

La Constitucién argentina de 1949 disponia en su Articulo 39, que
el capital debfa estar a] servicio de la economia nacional y tener como
objetivo principal el bienestar colectivo. A su vez el Articulo 40 dispo-
nia que el Estado, mediante Ley, podria intervenir en la actividad
econodmica.

En el caso de la Constitucion brasilefia de 1969, el Articulo 160 dis-
puso que el orden econémico y social tiene por objeto el desarrollo
nacional y la justicia social con fundamento en una serie de principios
entre los que se incluyé la funcién de la propiedad.

La Constitucién ecuatoriana de 1967 contiene diversas e importantes
definiciones en materia de regulacién econémica. El Articulo 92, por
ejemplo, dispone que Ecuador sumara esfuerzos al de los restantes
Estados Latinoamericanos para alcanzar la integracién econémica re-
gional. En materia de planificacién los Articulos 94 v 96 establecen la
obligacién del Estado para velar por la eficaz utilizacién de los recur-
sos econdmicos y para promover el desarrollo ordenado y sostenido de
la economia. Ademas, el Estado debe sujetar su accién a “'un plan plu-
rianual” que incluya las medidas para alcanzar el desarrollo econémico
v el progreso social. A este efecto se debera contar con la participacion
de los habitantes del Ecuador. A efecto de cumplir con los propésitos
anteriores, el Estado debera promover el equilibrio entre los diferentes
factores de la economia, asi como el perfeccionamiento de la técnica
de los servicios y del crédito y practicar una politica de precios bajos y
salarios altos. En todo caso los planes adoptados por el Estado tendran
un caracter obligatorio para el sector publico, e indicativo y orientador
para el privado,

En Guatemala la Constitucién de 1965 definié que el régimen eco-
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noémico social tiene por objeto procurar el desarrollo nacional, asi como
que se reconoce la libertad de empresa, misma que el Estado apoya y
estimula en tanto que se constribuya al desenvolvimiento social del pais
(Articulos 123 y 124), Con fundamento en lo anterior la Constitucién
senala el deber del Estado para fomentar las actividades agricolas, pe-
cuarias e industriales, para conservar y aprovechar los recursos natura-
les, y para fomentar y proteger la creacién y funcionamiento de coope-
rativas y sistemas de previsién (Articulo 125).

En Haiti el Articulo 155 de la Constitucién de 1957 dispone que la
libertad econémica queda garantizada en tanto que no se oporga al in-
terés social.

Por lo que concierne a Honduras, la Constitucién de 1957 estatuye
expresamente la planificacién econémica, En efecto, el Articulo 249
dispone que el Estado formulara las politicas y e¢jecutara las medidas
adecuadas al desarrollo econémico y social, auxilidndose para tal efecto
de una organizacién para la planificacién econémica.,

Las facultades de planificacién econémica también aparecen expli-
citamente enunciadas en Ja Constitucién de Panama de 1972. En efecto,
en e] precepto 241 se dispone que el Estado planificara el desarrollo
econdmico y social y el Articulo 242 agrega que, para tal efecto, po-
dran crearse comisiones de técnicos o de especialistas para que estudien
las condiciones y posibilidades en todo tipo de actividades econémicas;
para promover la creacién de empresas particulares, estatales y mixtas,
y para fundar instituciones de crédito y fomento. Asimismo la Consti-
tucién faculta al Estado para intervenir en toda clase de empresas a
efecto de hacer posible la justicia social, mediante la regulacién de tari-
fas, servicios y precios, exigiendo la debida eficacia en los servicios y
calidad en los articulos producidos. Finalmente, el Articulo 246 deter-
mina que el Estado podra crear en las areas o regiones que lo requieran,
insfituciones auténomas o semjauténomas, nacionales, regionales o mu-
nicipales, que promuevan el desarrollo del sector o del area de que se
trate.

En el Articulo 112 de la Constitucién peruana de 1980 se consagra
el principio del “pluralismo econémico”. Este pluralismo se caracteriza
por la “coexistencia democratica” de diversas formas de propiedad y
de empresa, por el fomento a la produccién y por la defensa de los in-
tereses de los consumidores.

En la Constitucién salvadorefia de 1960 se dispone (Articulos 135,
136 y 145) que el régimen econémico debe responder, esencialmente, a
principios de justicia social, y que se garantice la libertad econémica en
cuanto no se oponga al interés social. En todo caso se postula la necesi-
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dad de fomentar y proteger a las asociaciones de tipo econdmico cuyos
propésitos consisten en incrementar la riqueza general,

En Uruguay la Constitucién de 1967 hacia referencia (Articulo 230)
a la existencia de una oficina de planeamiento y presupuesto, como
dependencia directa de la Presidencia de la Repdblica. Esta oficina
tendria a su cargo constituir comisiones sectoriales en las que debieran
figurar representantes de los trabajadores, de las empresas pablicas y
privadas.

En la Constitucién de Venezuela, a semejanza de la ecuatoriana,
también existe una disposicién concerniente a la integracién econémica
de América Latina (Articulo 108). En materia de planeaci6n los Articu-
los 98 y 109 disponen que el Estado protegera la iniciativa privada sin
perjuicio de que dicte medidas para planificar, racionalizar y fomentar
la produccién y regular la circulacién, distribucién y consumo de la ri-
queza. También se establece que la ley regulara la integracién, organiza-
cién y atribuciones de los cuerpos consultivos que se juzguen necesa-
rios para escuchar la opinién de los sectores econémicos, de la poblacién
consumidora, de las organizaciones sindicales, de los colegios de pro-
fesionales y de las universidades.

Veamos ahora, en grandes lineas, el contenido de la reforma consti-
tucional promovida en México por el presidente Miguel de la Madrid,
en diciembre de 1982, y que constituye lo que se ha venido designando
como “capitulo econémico de la Constitucién'.

En el Articulo 25 de la Constitucién se establece que corresponde
al Estado la rectoria del desarrollo nacional. En este sentido la adicion al
texto constitucioral resulta de una decision politica fundamental en
el sentido de conferir al Estado la responsabilidad, y los correspondien-
tes instrumentos para cumplirla, para promover el bienestar y la segu-
ridad generales.

El desarrollo del constitucionalismo ha dado diferentes caracteristi-
cas a la configuracién del Estado. Asi, por ejemplo, es posible identi-
ficar a las constituciones estamentales, tipicas de la Edad Media; a las
constituciones liberales que resultaron de las ideas politicas de los siglos
XVIIIy XIX, y a las constituciones sociales que dieron lugar al Estado
social de derecho y que tuvieron punto de origen, como ya se ha dicho
v bien se sabe, en la Constitucién mexicana de 1917,

La reafirmacién de la rectoria del Estado se traduce, en el texto cons-
titucional modificado, en diversos conceptos y preceptos. En primer
lugar, se establece que el Estado planeara, conducira, coordinaré y
crientara la actividad econémica nacional, y que llevara a cabo la regu-
lacién y fomento de las actividades que demande el interés general.
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Todo esto debera hacerse dentro del marco de libertades que la Cons-
titucidén consigna.

También forma parte de la rectoria del Estado la precisién de que
el sector piiblico tendra a su cargo, de manera exclusiva, las actividades
estratégicas a que hace referencia el Articulo 28 reformado. Entre estas
areas se plantea que quedan incluidos los siguientes aspectos: acufiacién
de moneda; correos; telégrafos; radiotelegrafia y la comunicacién via
satélite; emisién de billetes por medio de un solo banco, organismo des-~
centralizado del Gobierno Federal; petréleo y los demas hidrocarburos;
petroquimica basica; minerales radioactivos y generacién de energia
nuclear; electricidad; ferrocarriles, y las actividades que expresamente
sefialen las leyes que expida el Congreso de la Unién.

También dentro de la rectoria del Estado queda comprendida la
facultad de apoyar e impulsar a las empresas de los sectores social y
privado de la economia, bajo criterios de equidad social y productivi-
dad, sujetandolas a las modalidades que dicte el interés piblico,

Un aspecto particularmente relevante de la rectoria del Estado es el
que le corresponde por la prestacién exclusiva del servicio piiblico de
banca y de crédito.

A este respecto se ha discutido si Ia Ley Reglamentaria del Servicio
Publico’ de Banca y Crédito, que establece las Sociedades Nacionales
de Crédito y que admite en ellas la participacién de los sectores social
y privado hasta en un 34% del capital social de esas instituciones, co-
rresponde o no a lo preceptuado por el Articulo 28.

El argumento utilizado, en el sentido de que se ha dado marcha
atras a la nacionalizacién de la banca, es estrictamente emocional. El
Articulo 28 de la Constitucién determina que: “El servicio publico de
banca y crédito no sera objeto de concesion a particulares”. En lo que a
esto respecta, la creacion de las sociedades nacionales de crédito corres-
ponde de manera exclusiva al Ejecutivo Federal. Estas sociedades, tipi-
camente estatales son definidas como instituciones de derecho puabli-
co. Se cumple asi, puntuaimente, con el mandato constitucional de
prestacién del servicio puiblico de banca y crédito por parte del Estado.

En su discurso de toma de posesion, el Presidente Miguel de la Ma-
drid anuncié su decisién de seguir adelante con el régimen de economia
mixta, al cual corresponde el principio de recteria del Estado, Refirién-
dose de manera particular a la banca nacionalizada ofrecié “nuevas e
imaginativas férmulas para evitar su burocratizacién” y agregé que se
abririan a los obreros, a los campesinos y a los empresarios las posibili-
dades de participar en esas instituciones. De manera categérica subrayé:
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“La banca nacionalizada debe ser del pueblo y no de una minoria de
dirigentes”.

Congruente con ese planteamiento se ha sostenido que el hecho de
ser del Estado no limita la participacién de los particulares, De otra ma-~
nera se llegaria a la aberrante conclusion de que el Estado se reduce al
aparato administrativo de un pais, y que sus habitantes no forman parte
del propio Estado. Sélo las doctrinas politicas del totalitarismo exclu-
yen del concepto de Estado a la poblacién. Uno de nuestros mas distin-
guidos constitucionalistas, Mario de la Cueva, ha sefialado al Estado
como la “personificacién de la comunidad organizada en un territorio’.
El Estado, pues, existe por la comunidad que le da sustento, no al mar-
gen ni por encima de ella.

Asi, nada se opone, expresa ni implicitamente, a que los miembros
de la comunidad que da lugar al Estado participen, en una proporcitn
razonable en las sociedades nacionales de crédito instituidas para su
beneficio.

Por otra parte, para subrayar la diferencia con los titulos de Ias so-
ciedades mercantiles, se utilizé una nueva figura en el derecho mexicano
2 la que se denomina “certificados de participacion™, La Ley previene
que los certificados de participacién representaran el capital de las
sociedades nacionales de crédito y que les sera aplicable lo dispuesto
por la Ley General de Titulos y Operaciones de Crédito, en lo que sea
compatible con su naturaleza,

La nacionalizacién de la banca, pues, esta preservada de la mejor
forma posible, haciendo que la banca sea operativa y que su propiedad
sea realmente ejercida por los mexicanos, de manera directa y a través
del gobierno que los representa.

Vale recordar que la funcién social de la banca ya habia sido adver-
tida, entre nosotros, desde el siglo pasado, por dos liberales como Fran-
cisco Severo Maldonado y Francisco Garcia Salinas. El primero se refi-
rié a la organizacién de una banca nacional para la redencién de los
terrenos nacionales; Garcia Salinas promovié el establecimiento de una
banca de estado en Zacatecas, con el objetivo esencial de contar asi con
el mejor instrumento para promover la disteibucién de la tierra e incre-
mentar la produccién agricola,

Las facultades que resultan de la rectoria del Estado no podran ser
confundidas con la ampliacién de las que conciernen al Ejecutivo. En
rigor, y habida cuenta del caracter representativo de nuestra democracia
y de la separacién y colaboracién de poderes, las funciones concernien-
tes a la rectoria deberan ser ejercidas, en el &mbito de sus correspon-
dientes facultades, por el Poder Legislativo v por el Poder Ejecutivo:
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Por eso se propuso y se aprobé, la adicién de dos nuevas fracciones al
Articulo 73: para facultar al Congreso para que expida leyes sobre pla-
neacién nacional, y para la programacién, concertacién y ejecucién de
acciones de orden econdmico particularmente las referentes al abasto.

El desarrollo integral también corresponde a la preocupacion que se
procurd satisfacer con las ya mencionadas adiciones a la Constitucién.
Mediante el desarrollo integral se pretende el fortalecimiento de la sobe-
rania de Ja Nacién v del régimen democratico, tanto como el crecimiento
econdémico y la mas justa distribucién del ingreso y de la riqueza. Con
lo anterior se acredita que la materia econémica que se introduce a
la Constitucién puede apoyar al desarrollo politico del pais. La reforma
constituye el corolario indispensable para reforzar a la que a su vez
introdujo en 1946 al Articulo 3o. constitucional. En efecto, a partir de
esta fecha el precepto de la Constitucién hace referencia al sistema de-
mocratico mexicano y define las caracteristicas de la democracia como
una estructura juridica, un régimen politico y un sistema de vida fun-
dado en el constante mejoramiento econdmico, social y cultural del
pueblo.

Es asi como se va configurande con la experiencia y la decisién
acumulada a través del tiempo, el perfil de la democracia mexicana; es
asi también como se demuestra la continuidad del proceso histérico
mexicano que va siendo definido y va quedando enmarcado por la Cons-
titucién que nos rige.

Para hacer viable el desarrollo integral del pais, y por ser éste un
capitulo méas de la democracia, se incluye una referencia a la respon-
sabilidad social de los sectores piiblico, social y privade. Y es que la
demacracia, que por definicién es el gobierno de todos, no se construye
con la exclusién de algunos. Es importante, en el caso del sector social,
que la propia Constitucién apunte que estd constituido por los trabaja-~
dores rulales y urbanos y por sus organizaciones representativas, por
las cooperativas y las comunidades, por las empresas que pertenezcan
mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, por todas
las formas de organizacién social para la produccién, distribucién y
consumo de bienes y servicios socialmente necesarios,

En las reformas se prevé, asimismo, que la ley debera establecer los
mecanismos que faciliten la organizacién y expansién de las actividades
economicas del sector social. Paralelamente se definié que la ley alen-
tara y protegera las actividades econémicas que realicen los particulares,
para que puedan sumar su concurso al desarrollo econdmico nacional,

El Articulo 27 también fue cbjeto de una modificacién en materia de
desarrollo integral, que complementa las provisiones ya mencionadas del
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Articulo 25. A tal efecto se precisa que el Estado promovera el desa-
rrollo integral que incluya al campo, para generar empleo y garantizar
a la poblacién campesina su incorporacién al desarrollo global del pais.

En materia de subsidios a las actividades prioritarias se ha planteado
que sean generales, de caracter temporal, y no afecten a las finanzas
de la nacién. De esta manera se pretende grantizar el apoyo oportuno,
para que la sociedad mexicana pueda satisfacer sus necesidades y no se
vea truncado el proceso de desarrollo. Sin embargo, y justamente por-
que se habran de tomar las medidas adecuadas para estimular ese
desarrollo, no se juzga conveniente, ni necesario, la existencia de meca-
nismos de subsidio que tengan o puedan llegar a tener un caracter per-
manente,

Finalmente, en materia de desarrollo integral, se contempla en la frac-
cion XXIX-F del Articulo 73, que el Estado también regule la transfe-
rencia de tecnologia y la generacion, difusién y aplicacién de los conoci-
mientos cientificos y tecnolégicos que requiere el desarrollo nacional. Es
por esto que se habla de desarrollo integral.

El tercer punto de la reforma econémica de la Constitucién, apare-
ce en el Articulo 26 y concierne a la planeacién democratica. En esta
materia, también se insiste en la independencia y en la democratizacién
politica, social y cultural de la nacién. Es por esto que, al llamarse “de-
mocratica” a la planeacién, se quiere subrayar la tan necesaria como
natural participacién de los diversos sectores sociales.

La planeacién realizada por el Estado sin considerar la participacién
de los sectores sociales es tipica de los regimenes autoritarios. Por el
contrario aquella que se apoya en esa participacidn sectorial auspicia,
con sentido de modernidad, la integracién de la voluntad colectiva,
como en su momento la llamaria Rousseau.

Por otro lado, el crécimiento que ha tenido la administracién publica
mexicana hace obligado el tema de la planeacién. En efecto, los creci-
mientos agregados, a veces desarticulados, rifien con la naturaleza de un
Estado moderno y limitan severamente las posibilidades de ofrecer a
la comunidad servicios eficientes y satisfactorios. La responsabilidad
social de administrar los recursos piiblicos demanda una creciente par-
ticipacion del gobernado. Por lo mismo, y como una de las caracteris-
ticas del estado social y democratico mexicano, se ha dado la maxima
importancia al principio de una planeacién que, por responsable, parti-
cipativa y libre, también sera democratica,

Cuanto hasta aqui hemos visto nos lleva a determinar la vincula-
cion entre el contenido de la reforma constitucional y voluntad politica
que le dio origen.
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Al ocuparse de las relaciones entre derecho y economia e interrogar
si el derecho econémico esta al servicio de la economia stricto sensu, el
profesor de Lovaina Alex Jacquemin asegura que aun cuando el dere-
cho econdmico esté al servicio de la economia, se encuentra regida, a su
vez, por criterios de orden politico. Con esto se reitera que el derecho
econémico, del cual los principios de planeacién forman parte, constitu-
ye una serie de enunciados técnicos que sélo cobran importancia en la
vida del Estado cuando estan imbuides de contenido politico,

Los problemas concernientes al control del Estado sobre la vida eco-
némica fueron advertidos con claridad por Marx: si el Estado ejercia
control sobre algunas areas de la economia, el capital ejerce presiones
a través de otras areas o incluso llega al ejercicio abusivo de sus acti-
vidades en todo aquello que no se encuentra regulado; si, por otra
parte ¢l Estado se abstiene de ejercer controles adecuados sobre los
beneficios economicos, el capital exige que se regulen las condiciones
de competencia para hacer mas rentable el trabajo asalariado.

La planificacién democratica, calificada asi expresamente en el nuevo
sistema constitucional mexicano, introduce al concepto técnico de la
planeacion el concepto politico de la democracia. Esto hace indubitable
que el ejercicio de la planeaciéon econémica, en todas las modalidades
que la Ley correspondiente prevé, queda subordinado al criterio esen~
cialmente politico que resulta de su calificacién como “democratico’.
No se trata de un mero capricho semantico ni de una calificacién impre-~
meditada; por el contrario, la idea de vincular la planeacién con la
democracia atiende a la vocacién politica que esa actividad ha suscitado
en México a partir de su configuracién constitucional. Es por eso
mismo que no se utiliza la expresiéon técnica ‘planeacién indicativa”,
porque con esto solo se trata de distinguir la accién administrativa
del Estado democratico liberal con relacién a la accién administrati-
va de los estados totalitarios. En el caso mexicano la planeacién no se
considerd como una accién administrativa mas, sino como un supuesto
esencialmente politico. Es inevitable que con motivo de la planeacién
democratica en el sistema constitucional mexicano se plantee la relacién
que entre politicos y técnicos han suscitado diversos tratadistas en dis-
tintos ambitos académicos. Los instrumentos utilizados para una ade-
cuada labor de planeacién sugieren una posible preeminencia de la
actividad técnica: empero, la finalidad de la planeacién estd por encima
de la técnica misma para planear, y en tanto que esa similitud atienda a
cuestiones de desarrollo social y de [ortalecimiento nacional, regional y
aun local, lo que esta en causa es una decisién politica y no una ade-
cuacién administrativa, Asi, el sistema constitucional mexicano que in-
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troduce el mecanismo de la planeacién, subordina la técnica a los fines
y, por ende, el funcionamiento administrativo a la decisién politica.

Las ventajas de la planeacién democratica son consideradas supe-
riores a las de la planificacion central socialista en tanto que aun siendo
de aplicacién menos rigida, forman parte de un sistema de discrecio-
nalidad y de libertades que permite establecer compromisos colectivos
méas duraderos en tanto que representan la adicién libre por parte de la
comunidad en la que se aplican. En la actualidad ni siquiera los acérri-
mos defensores del liberalismo controvierten la importante participacién
del Estado como promotor del crecimiento econdmico.

La Constitucion mexicana acoge ahora una serie de principios y
preceptos, con los que llega a su culminacién un proceso de desarrollo
del Estado y de defensa del marginado que se inicié con las preccupa-~
ciones politicas y sociales de los constituyentes de 1857,



